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CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA

Bogotá  D.C., Julio Veintisiete (27) de dos mil once (2.011)

Magistrado Ponente JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO

Radicación No. 050011102000200901148 01/2229 A

Aprobado según Sala 72 de la misma fecha.

ASUNTO A TRATAR

Sería del caso que la Sala resolviera el recurso de apelación interpuesto por el disciplinado contra la sentencia fechada el 31 de marzo de 2011, Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia,
 a través de la cual resuelve sancionar con SUSPENSIÓN del ejercicio profesional por el término de DOS (02) MESES y MULTA EN CUANTIA DE UN (01) SALARIO MÍNIMO LEGAL MENSUAL VIGENTE PARA EL AÑO 2008, al doctor DIEGO URIBE VILLA, identificado con cédula de ciudadanía número 71.262.038 y portador de la Tarjeta Profesional número 157.362 del C.S. de la J., como autor responsable de la falta a la debida diligencia profesional, señalada en los numerales 1 y 2 del artículo 37 de la Ley 1123 de 2007, en armonía con en literal i) del artículo 34 de la citada Ley, de no ser porque se advierte causal de nulidad.

ANTECEDENTES

Origen de la presente actuación, se fundamenta en la queja interpuesta por la señora OFELIA VILLEGAS GÓMEZ ante el Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia el 20 de mayo de 2009, con el fin de investigar al togado DIEGO URIBE VILLA
, ya que la señora MARÍA ROSA PÉREZ DE GARCÉS buscó la asesoría de dicho profesional del derecho a quien conociera a través de volantes publicitarios en el Terminal de Transporte del Norte. La interesada acudió a la oficina del togado con el fin de ejercer la acción correspondiente para el reconocimiento a la pensión de supervivencia a la cual podría tener derecho como consecuencia del fallecimiento de su compañero permanente GABRIEL ANTONIO DELGADO. Una vez concretaron lo relacionado con el valor de la prestación de sus servicios como abogado, manifiesta la quejosa se le canceló La suma de $200.000, posteriormente dice haberle cancelado más dinero, pese a que en la oficina del jurista le cobraban el valor de $50.850, la querellada argumenta haber  acompañado a la señora María Rosa exigiendo un recibo del referido dinero el 8 de diciembre de 2.008  no sólo para solicitar recibo de lo pagado sino para entrevistarse con el jurista personalmente y suministrar información sobre el avance del proceso, dirigiéndose siempre a la oficina del jurista, finalmente se pudo establecer que  el abogado no había instaurado demanda alguna.

ACONTECER PROCESAL

Acreditada la calidad de abogado, la vigencia de la tarjeta profesional número 157.362 de la cual es titular el doctor DIEGO URIBE VILLA, identificado con cédula de ciudadanía número71.262.038,
 la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia, ordenó apertura de proceso disciplinario,
 fijándose fecha para audiencia de pruebas y calificación provisional para el día 03 de febrero de 2010. Al no comparecer el abogado en la fecha antes señalada, el Seccional de Instancia, mediante auto del 3 de febrero de 2010, ordenó fijar edicto emplazatorio y una vez desfijado declararlo persona ausente y nombrarle defensor de oficio,
 posteriormente el togado solicita fijación de data para realizar la citada audiencia, siendo programada para el día 22 de noviembre de 2010.

AUDIENCIA DE PRUEBAS Y CALIFICACIÓN PROVISIONAL

A la fecha de la audiencia prenombrada compareció el disciplinable doctor DIEGO URIBE VILLA ,la quejosa y el representante del Ministerio Público, según lo expuesto en el acta de la misma,
 así como en su grabación, se realizaron las siguientes actuaciones, previa lectura de la queja:

VERSIÓN LIBRE: El inculpado manifiesta que no haberle afirmado a la mandante que tenia derecho a la pensión, la interesada presentó el 14 de febrero de 2007, documento ante Notaria con el fin de coadyuvar el derecho de petición elevado al Instituto de Seguros Sociales, el 9 de marzo de 2007, la citada entidad respondió indicando la no existencia de semanas cotizadas por la mandante, posteriormente la referida entidad manifiesta que el fallecido en el periodo 1967 a 1994, en el año 1995 hasta la fecha se cotizan 51.42 semanas cotizadas, el 21 de agosto de 2007 se presenta nuevo escrito, con el propósito que el abogado realizara la reclamación administrativa de carácter pensional. El 14 de agosto de 2008, el Instituto de Seguros Sociales  contestó requiriéndole acercarse a un centro de atención de la misma entidad con el fin de analizar la solicitud efectuada, para lo cual el togado le exige a la señora MARÍA ROSA PÉREZ anexar la documentación para aportarla; el disciplinado allega los soportes de los trámites realizados.

SOLICITUD, DECRETO Y PRÁCTICA DE PRUEBAS: El disciplinable solicitó tener como pruebas las aportadas legalmente al proceso, citando como testigos a los señores JORGE ANDRÉS ROJAS SALAZAR y ALEJANDRA HERNÁNDEZ SEPÚLVEDA, las cuales fueron aceptadas, de oficio se ordenó peticionar al Instituto de Seguros sociales para conocer sobre las gestiones efectuadas a favor de la MARÍA ROSA PÉREZ DE GÁRCES, allegar los respectivos recibos y oficiar a la Cámara de Comercio para establecer si Ágora Consultores esta registrada, citándose para el 19 de enero de 2011 continuación de la referida audiencia.

En la fecha señalada, una vez analizados los oficios enviados por el Instituto de Seguros Sociales, el Magistrado Sustanciador procedió a calificar la investigación disciplinaría de conformidad con el artículo 105 de la Ley 1123 de 2007, arguyendo que una vez analizadas las pruebas documentales se observa que el togado DIEGO URIBE VILLA, al parecer infringió los deberes profesionales descritos en los numerales 1, 4 y 10 del artículo 28 de la ley 1123 de 2.007, los cuales están sujetos a las faltas que posiblemente incurrió el profesional del derecho, las que se describen a continuación: 
1. Falta de lealtad con el cliente descrita en el artículo 34, literal i) del de la Ley 1123 de 2007, al considerar que el togado, a sabiendas de no estar capacitado para tramitar el asunto, asumió dicho encargo, tampoco efectuó los trámites correspondientes a favor de la mandante, pero sí cobró honorarios profesión ales, siendo calificada la conducta en la modalidad de dolo, por cuanto el disciplinable era conocedor del procedimiento para requerir la pensión de superviviente, según lo expresado por el Instituto de Seguros Sociales Regional Antioquia.
2. Falta a la debida diligencia profesional consagrada en los numerales 1 y 2 del artículo 37 de la citada Ley, al no realizar el trámite ante el Instituto de Seguros Sociales, a pesar de que el referido ente le comunicó el procedimiento a seguir; si bien es cierto el disciplinable presentó el derecho de petición abandonó el  encargo por cuanto no se establecieron mas actuaciones a favor de la mandante, por lo que conlleva a la falta descrita en el numeral 1 del citado artículo, en cuanto a la no entrega de informes a su representante, se demostró que  éstos no existieron. La conducta fue calificada en la modalidad de dolo.
3. Falta contra el decoro profesional descrita en el artículo 31, numerales 1 y 2 ibídem por cuanto la empresa que promociona Agora consultores no tiene relación con abogados expertos en pensiones, además la firma no tiene personería jurídica, confundiendo de esta manera al usuario. La conducta desplegada por el inculpado fue calificada en la modalidad dolosa.   
En la continuación de la referida audiencia el día 07 de marzo de 2011, en la cual se escuchó el testimonio del señor JORGE ROJAS SALAZAR,  dependiente del abogado, afirmó que para la época del año 2007, la mandante fue a la oficina del jurista para averiguar si su esposo tenía algún monto de semanas cotizadas , el Instituto de Seguro Social comunicó sobre las semanas cotizadas de la señora MARÍA ROSA PÉREZ y no de su esposo, motivo por el cual el togado la citó en varias ocasiones para explicarle y tramitar la solicitud de mesadas pensionales con el fin de interrumpir la prescripción de las mismas, manifiesta que  en varias ocasiones le informó a la mandante los documentos requeridos para solicitar la pensión de sobreviviente, sin que la mandante los hubiese entregado tales documentos por cuanto no poseía dinero para conseguirlos.

 El Magistrado sustanciador evidencia la ausencia de vicios tanto de fondo como de forma, generando la debida legalidad. Así mismo, le dio la oportunidad al disciplinado para presentar los alegatos y proceder con la audiencia de juzgamiento. 

AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

Instalada la vista pública, el día arriba señalado, se dio inicio a la audiencia, donde el abogado del disciplinado argumentó que su actuar siempre ha sido de buena fé, sus servicios profesionales fueron única y exclusivamente para presentar el derecho de petición con el fin de establecer cuantas semanas había cotizado el esposo de la mandante al Instituto de Seguros Sociales con el propósito de acceder a la pensión de sobreviviente o su respectiva indemnización pensional, inicialmente el Instituto contestó equivocadamente la solicitud y posteriormente efectuó la corrección solicitando acudir a los centros especializados con los documentos correspondientes, sin que la mandante hubiera allegado la documentación necesaria para tal efecto, en el año 2007 se instauró la petición administrativa con el fin de interrumpir el término de prescripción.

Nunca distribuyó propaganda en el Terminar de Transporte del Norte, menos inducir en error al cliente, ni con el fin de promulgar procesos contra el Seguro Social, la oficina siempre ha sido en el centro de la ciudad, solicitando al Magistrado tener en cuenta sus planteamientos al momento de proferir sentencia absolutoria.

DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 31 de marzo de 2011, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia, resuelve sancionar con SUSPENSIÓN del ejercicio profesional por el término de dos (02) meses y MULTA EN CUANTIA DE UN (01) SALARIO MÍNIMO LEGAL MENSUAL VIGENTE PARA EL AÑO 2008, al doctor DIEGO URIBE VILLA, identificado con cédula de ciudadanía número 71.262.038 y portador de la Tarjeta Profesional número 157.362 del C.S. de la J., como autor responsable de la falta a la debida diligencia profesional, señalada en los numerales 1 y 2 del artículo 37 de la Ley 1123 de 2007 y artículo 34 literal I) de la citada Ley.

Esgrime que la conducta realizada por el disciplinable se adecua a la falta descrita en el numeral 1 del artículo 37 de la Ley 1123 de 2007, al analizar las pruebas recopiladas en el plenario, entre ellas la relación contractual entre le disciplinado y la mandante al observarse la reclamación administrativa ante el Instituto  de Seguros Sociales y en el derecho de petición interpuesto ante la mencionada entidad. Una vez emitida la respuesta del referido Instituto en la cual se le informó los documentos necesarios para efectuar la respectiva reclamación sin que hasta la fecha se hubiese realizado, ni se demostró renuncia o revocatoria de poder conferido. Generándose de esta forma la certeza del incumplimiento del mandato por parte del disciplinado, siendo su deber  realizar las gestiones tendientes a un respuesta efectiva  a la reclamación administrativa y estar atento al trámite procesal oportunamente  con el fin de darle continuidad al proceso, transgrediendo lo dispuesto en el numeral 10 del artículo 28 de la ley 1123 de 2007. La responsabilidad del disciplinado con su conducta la cual fue negligente y no cuidadoso con las gestiones encomendadas, siendo calificada su conducta titulo de culpa, sin que exista causal de exoneración de justificación de responsabilidad. 

En relación con la falta endilgada concerniente a la estipulada en el numeral 2 del artículo 37 de la ley 1123 de 2007, arguye de que si bien es cierto no existe prueba de haberse pactado rendir informes o que la mandante los hubiera solicitado, se evidencia la petición de información a la secretaria del jurista en varias ocasiones, al no encontrarse el togado, sin haberse demostrado la solicitud a éste, además al no haberse concluido la actuación no era obligación de hacerlo. Motivo por el cual al examinar la falta con los hechos en estudio se concluye la existencia de atipicidad, al no adecuarse la conducta del inculpado en una falta disciplinaria, por lo que se absuelve con relación a la falta descrita en el numeral 2 del artículo 37 de la ley 1123 de 2.007.

En cuanto a la tercera falta enrostrada, tipificada en el artículo 34 literal I)  de la Ley prenombrada, para el Seccional los argumentos utilizados por el togado, al conocer el asunto que debía tramitar, excusó el cúmulo de trabajo, siendo su conducta negligente, correspondiente a la conducta de la primera falta, al tener en cuenta lo descrito en el citado literal, es evidente que ésta no es autónoma, por lo que esta ligada a lo estipulado en el artículo 37 del numeral 1 de la citada ley, resultando necesario garantizar el principio de Non Bis in ídem, por lo que se absuelve de la falta concerniente en el artículo 34 literal I) de la referida Ley.

La falta contra el decoro profesional consagrada en el artículo 31 numeral 1 de la Ley 1123 de 2.007, la existencia del abogado investigado fue conocido por medio de volantes  entregados en el Instituto de Seguros Sociales, solicitando a la quejosa la prueba documental necesaria para demostrar el hecho, sin que se hubiese realizado, siendo viable la aplicación del principio de in dubio pro disciplinado, el cual consagra que toda duda  dentro del proceso disciplinario se resolverá a favor del inculpado y al no haberse podido establecer la existencia material de la falta se debe absolver al encartado, en aplicación al referido principio. De igual manera sucede con la falta enrostrada descrita en el numeral 2 del artículo 31 de la citada ley.

Al incurrir en la falta disciplinaria descrita en el numeral 1 del artículo 37 de la prenombrada ley, se hace merecedor de una sanción acorde con los criterios  establecidos en los artículos 40 a 45 de la citada Ley, considerando como la sanción de suspensión por el periodo de 2 meses y multa de un salario mínimo legal vigente para el año 2.008.
APELACIÓN

Dentro del término legal, el apoderado del disciplinable presenta y sustenta el recurso de apelación interpuesto contra la decisión del 31 de marzo de 2011, del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia, Sala de Jurisdicción Disciplinaria, mediante la cual  sanciona con suspensión del ejercicio profesional por 2 meses y MULTA EN CUANTIA DE UN (01) SALARIO MÍNIMO LEGAL MENSUAL VIGENTE  PARA EL AÑO 2008, al doctor DIEGO URIBE VILLA, al declarársele responsable de la falta a la debida diligencia profesional, argumentando que no está de acuerdo con la decisión tomada por el A quo, por cuanto no se tuvo en cuenta las pruebas documentales aportadas como lo es el derecho de petición y el escrito de reclamación administrativa, así como el testimonio del señor JORGE ANDRÉS ROJAS SALAZAR. 

Argumenta que se le dio credibilidad a un tercero quien interpuso la queja (Ofelia Villegas Gómez) teniendo una información la cual no coincide con la verdad, por cuanto presuntamente no se había gestionado nada ante el Instituto de Seguros Sociales, Seccional Antioquia a favor de la mandante, siendo desvirtuado con las pruebas documentales aportadas al proceso, en ellos se observa que la mandante aceptó las actuaciones realizadas, cumpliendo con el mandato encomendado. Es requisito previo realizar la reclamación administrativa para posteriormente iniciar acciones laborales de conformidad con lo estipulado en el artículo 6 del Código de Procedimiento Laboral.

Agrega que no se encuentra probado que la mandante le hubiese entregado los documentos exigidos por el Instituto de Seguros Sociales, siendo necesario además conferir otro poder para actuar dentro del trámite administrativo, teniendo la obligación de ésta haberle aportado los documentos requeridos para el asunto por la entidad y no el jurista como lo pretende ver el Seccional.

Con el cargo del artículo 37 numeral 1 considera que ha sido diligente y su actuar se enmarca dentro  del contexto del cuidado con su labor encomendada, no demoró la  iniciación o prosecución de las gestiones encomendadas ni las dejó de hacer oportunamente, ya que interrumpió los términos de prescripción, con su actuar acorde a los deberes del profesional del derecho, no incurrió en ninguna falta disciplinaria y por lo tanto no merece ser sancionado como lo describe la sentencia apelada, solicitando la revocatoria integra de la misma.

CONSIDERACIONES DE LA SALA


La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura es competente para conocer y decidir este recurso de apelación de conformidad con el mandato establecido en los artículos 256, numeral 3 de la Constitución Política, y 112, numeral 6 de la Ley 270 de 1996 (Estatutaria de la Administración de Justicia), en armonía con lo dispuesto en el artículo 81 y el parágrafo del artículo 66 de la Ley 1123 de 2007.


La observancia de los deberes que atañen al ejercicio de la abogacía, quienes deben conservar la dignidad y el decoro profesional; colaborar lealmente en la recta y cumplida administración de justicia; observar con mesura, seriedad y respeto con los funcionarios y con todas las personas que intervengan en los asuntos de su profesión; obrar con absoluta lealtad y honradez con sus clientes y colegas; atiendan con celosa diligencia sus encargos profesionales, entre otros, el ejercicio profesional del abogado se fundamenta en la conservación y perfeccionamiento del orden jurídico del país y en la realización de la justicia material, cumpliendo así su función social.

Como se anunció al principio de esta providencia, se hace necesario declarar la nulidad de lo actuado por la Sala A quo, ante la falta de congruencia entre la  parte considerativa y la parte resolutiva del fallo proferido por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia, debiéndose anular la actuación a partir de la providencia apelada.

Cabe resaltar que la parte considerativa o motiva de las providencias judiciales, es una argumentación ajustada al tema o temas en litigio, no sólo para el interesado, partes, sino también para los órganos judiciales superiores y los ciudadanos, donde pueden conocer el fundamento de la decisión, la ratio decidendi de las decisiones. Convirtiéndose de esta forma en una garantía esencial del justiciable mediante la cual, sin perjuicio de la libertad del Juez en la interpretación de las normas, permiten comprobar que la solución dada al caso es consecuencia de una exégesis racional del ordenamiento.
Al motivar las sentencias, comprende entre otros el derecho a obtener una resolución fundada en Derecho de los Jueces y Tribunales, así mismo, halla su fundamento en la necesidad de conocer el proceso lógico-jurídico que conduce al fallo, y de controlar la aplicación del Derecho realizada por los órganos judiciales; requiriendo examinar el concreto para ver si, a la vista de las circunstancias concurrentes, se ha cumplido o no este requisito de resoluciones judiciales, por ello no exige que el judicial se extienda pormenorizadamente sobre todos y uno de los argumentos y razones en que las partes fundan sus pretensiones, admitiéndose la validez constitucional de la motivación aunque sea escueta, siempre y cuando la parte considerativa  debe ser congruente  con la parte resolutiva  de la providencia.

Respecto al tema de la congruencia de las providencias judiciales, vale precisar al respecto, que es el requisito que han de cumplir las sentencias sobre el fondo del asunto, éste exige correlación entre la decisión y aquellos planteamientos que motivaron la misma. Sobre el particular, ha sostenido esta Corporación
:
“(…) el principio de congruencia es una manifestación concreta de un valor constitucional supremo limitante del ejercicio del poder público, más aún, tratándose de una autoridad jurisdiccional pues la exigencia que pesa sobre el operador judicial, por las facultades de afectar derechos individuales y por su misión de garante del Estado Social de Derecho, se incrementa, pues, las razones para justificar sus decisiones deben ser construidas y articuladas de manera mucho más rigurosa en comparación de otros órganos estatales delimitadas por el debido proceso (…)”.
En ese orden de ideas, debe tenerse en cuenta que administrar justicia exige no solamente actuar con imparcialidad, sino también conlleva una gran responsabilidad que impone al funcionario comportarse con suma diligencia y cuidado, tomando las precauciones para evitar que de su propia acción u omisión puedan derivarse conductas reprochables, afectando de esta manera el principio constitucional del debido proceso contemplado en el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia.

En el caso en concreto, esta Corporación observa que el A quo en la parte motiva de la providencia proferida el 31 de marzo de 2.011, hace un análisis de cada una de las faltas endilgadas en la formulación de cargos, al disciplinado se le absuelve de las siguientes faltas:

1. De lealtad con el cliente consagrada en el artículo 34 literal i) de la ley 1123 de 2.007, argumentando que al sancionarse por la falta descrita en el numeral 1 del artículo 37 ibídem y “Al no tratarse entonces de una falta autónoma, sino que esta indiscutiblemente ligada al primer cargo analizado, debe subsumirse en el mismo, en aras de preservar  los derechos del  disciplinado y no incurrir con ello en una doble incriminación, que afectaría el principio del Non Bis In  ídem, razón por la que debe concluirse que no se trata de un tipo autónomo y por lo tanto se le debe absolver del mismo.” 
:
2. A la debida diligencia profesional estipulada en el artículo 37 numeral 2 de la ley 1123 de 2007, arguyendo que “ si el disciplinado  estaba aún en posibilidad de atender el asunto encargado, hasta que se formuló la denuncia disciplinaria que dio origen a este proceso, entonces, el deber de rendir el informe no había terminado y pudo la quejosa perfectamente solicitar el mismo  y generar la obligación al quejoso de responderle.
Bajo estas circunstancias, debe  concluirse necesariamente, que dicha  conducta no ha ocurrido en el mundo fenomenológico, por tanto por aticipicidad de la misma debe absolverse  al encartado” 
.
3. Contra el decoro profesional tipificada en el artículo 31 numeral 1 de la  prenombrada Ley, fundamentando: “Concluye la Colegiatura que en el evento sub exámine la posible actuación en contra del deber consagrado en el articulo 28 numeral 1 de la ley 1123 de 2007 por parte del  togado no existió, lo que deviene necesariamente en que la sentencia sea favorable a sus intereses con respecto a este cargo al no encontrarse acreditada la existencia material de la falta endilgada  en la formulación de cargos” 
:
Al analizar la parte resolutiva de la providencia en mención, se describe lo siguiente:
“PRIMERO: SANCIONAR al abogado DIEGO URIBE VILLA, identificado con cedula de ciudadanía No. 71.262.038 y Tarjeta Profesional No. 157.362 del C.S.J. con SUSUPENSIÓN DE  DOS (2) MESES EN EL EJERCICIO DE LA PROFESION DE ABOGADO  Y MULTA EN CUANTIA DE UN (1) SALARIO MINIMO LEGAL MENSUAL VIGENTE PARA EL AÑO 2008, a favor del Consejo Superior de la Judicatura, de conformidad con el artículo 42 de la Ley 1123 de 2007, por habérsele  hallado responsable disciplinariamente de la falta a la debida diligencia profesional, consagrada en el artículo 37  numerales 1° y 2° de la Ley 1123 de 2007 en armonía con el literal i, del  artículo 24 ibídem, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNO: ABSOLVER al Dr DIEGO URIBE VILLA, identificado con cedula de ciudadanía No. 71.262.038 y Tarjeta Profesional No. 157.362 del C.S.J. del cargo descrito, como Cuarto y Quinto, por la presunta violación de los numerales 1 y 2 del artículo 31 de la Ley 1123 de  2007, tal como se dejó plasmado en la parte motiva de esta providencia”  

Lo anterior indudablemente da cuenta de las falencias en que incurrió el A quo al momento de proferir fallo, al ser evidente la incongruencia entre la parte motiva y la parte resolutiva de la sentencia apelada, al observar las consideraciones, con respecto a las faltas disciplinarias descritas en el numeral 2º del artículo 37 y literal i) del artículo 34 de la ley 1123 de 2007, las cuales fueron absueltas al togado, se encuentra contradicciones en  la parte resolutiva por cuanto se sanciona  al abogado por las mismas faltas inicialmente absueltas, ante lo cual manifiesta esta Colegiatura, que la misma no guarda relación con los criterios de razonabilidad y proporcionalidad que rigen la determinación de la providencia, configurándose así la falta de congruencia.

En ese orden de ideas, debe tenerse en cuenta que administrar justicia exige no solamente actuar con imparcialidad, sino que también conlleva una gran responsabilidad que impone al funcionario comportarse con suma diligencia y cuidado, tomando las precauciones para evitar que de su propia acción u omisión puedan derivarse conductas reprochables, afectando de esta manera el principio constitucional del debido proceso contemplado en el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia.

Consecuente con lo dicho, debe esta Sala señalar que no queda alternativa diferente a la de decretar la nulidad de todo lo actuado a partir inclusive de la sentencia proferida el 31 de marzo de 2011, emanada de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia, a través de la cual resuelve sancionar con SUSPENSIÓN del ejercicio profesional por el término de DOS (02) MESES y MULTA EN CUANTIA DE UN (01) SALARIO MÍNIMO LEGAL MENSUAL VIGENTE PARA EL AÑO 2008, al doctor DIEGO URIBE VILLA, identificado con cédula de ciudadanía número 71.262.038 y portador de la Tarjeta Profesional número 157.362 del C.S. de la J., como autor responsable de la falta a la debida diligencia profesional, señalada en los numerales 1 y 2 del artículo 37 de la Ley 1123 de 2007, en armonía con en literal i) del artículo 34 de la citada Ley.


En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, 

RESUELVE:

PRIMERO.-  DECRETAR LA NULIDAD de la actuación procesal surtida a partir, incluso, de la sentencia de primera instancia proferida el 31 de marzo de 2011 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia, dentro de la actuación disciplinaria iniciada por queja formulada por la señora OFELIA VILLEGAS GÓMEZ contra el doctor DIEGO URIBE VILLA, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO.-  Como consecuencia de la nulidad decretada, ABSTENERSE DE DESATAR LA APELACIÓN interpuesta por el abogado disciplinable contra la sentencia adiada el 31 de marzo de 2011, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia, mediante la cual se sancionó con SUSPENSIÓN del ejercicio profesional por el término de DOS (02) MESES y MULTA EN CUANTIA DE UN (01) SALARIO MÍNIMO LEGAL MENSUAL VIGENTE PARA EL AÑO 2008, al doctor DIEGO URIBE VILLA, al hallarlo responsable de la falta a la debida diligencia profesional, señalada en los numerales 1 y 2 del artículo 37 de la Ley 1123 de 2007, en armonía con en literal i) del artículo 34 de la citada Ley. 
TERCERO: Devuélvase el expediente a la Seccional de origen, previo a las notificaciones y desanotaciones correspondientes por parte de la Secretaria.
NOTIFÍQUESE, Y CÚMPLASE
HENRY VILLARRAGA  OLIVEROS                      
Presidente

Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo Superior de la Judicatura.

  JOSÉ  OVIDIO CLAROS POLANCO                  JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
                    Vicepresidente                                                            Magistrada

      ANGELINO LIZCANO RIVERA                            MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA

                     Magistrado                                                                    Magistrada

 JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ        PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
                   Magistrado                                                                       Magistrado

                                                YIRA LUCÍA OLARTE ÁVIILA

                                                       Secretaria Judicial
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